ASPEC Y OTROS / COMISION

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
(Sala Segunda ampliada)
de 27 de abril de 19957

En el asunto T-435/93,

Association of Sorbitol Producers within the EC (ASPEC), con domicilio en Bru-
selas,

Cerestar Holding BV, sociedad neerlandesa, con domicilio social en La Sas van
Gent (Paises Bajos),

Roquette Freres SA, sociedad francesa, con domicilio social en Lestrem (Francia),

Merck oHG, sociedad alemana, con domicilio social en Darmstadt (Alemania),

representadas por M° Nicole Coutrelis, Abogada de Parfs, y por el Sr. John A.
Johnson, Barrister de Inglaterra y del Pais de Gales, que designan como domicilio
en Luxemburgo el despacho de M* Loesch y Wolter, 11, rue Goethe,

partes demandantes,

apoyadas por

* Lengua de procedimicento: inglés.
8! F g
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Repiiblica Francesa, representada por la Sra. Catherine de Salins, sous-directeur de
la direction des affaires juridiques del ministere des Affaires étrangeres, en calidad
de Agente, que designa como domicilio en Luxemburgo la sede de la Embajada de
Francia, 9, boulevard du Prince-Henri,

Casillo Grani Snc, sociedad italiana, con domicilio social en San Giuseppe Vesu-
viano (Italia), representada por los Sres. Mario Siragusa, Maurizio D’Albora y Giu-
seppe Scassellati-Sforzolini, Abogados de Roma, Népoles y Bolonia, respectiva-
mente, que designa como domicilio en Luxemburgo el despacho de M® Ernest
Arendt, 8-10, rue Mathias Hardt,

P artes coadyuvant €S,

contra

Comisién de las Comunidades Europeas, representada por los Sres. Daniel Calleja
y Crespo, Michel Nolin y Richard Lyal, miembros del Servicio Juridico, en calidad
de Agentes, que designa como domicilio en Luxemburgo el despacho del Sr. Geor-
gios Kremlis, miembro del Servicio Juridico, Centre Wagner, Kirchberg,

parte demandada,

apoyada por
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Italgrani SpA, sociedad italiana, con domicilio social en Népoles (Italia), represen-
tada por los Sres. Aurelio Pappalardo, Abogado de Trapani, Luigi Sico y Felice
Casucci, Abogados de Nipoles, y Massimo Annesi y Massimo Merola, Abogados
de Roma, que designa como domicilio en Luxemburgo el despacho del Sr. Alain
Lorang, 51, rue Albert 1%,

parte coadyuvante,

que tiene por objeto que se anule la Decisién 91/474/CEE de la Comisién, de
16 de agosto de 1991, sobre las ayudas concedidas por el Gobierno italiano a la
sociedad Italgrani para la realizacién de un complejo agroalimentario en el Mez-
zogiorno (DO L 254, p. 14),

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS (Sala Segunda ampliada),

integrado por los Sres.: B. Vesterdorf, Presidente; D.P.M. Barrington, A. Saggio,
H. Kirschner y A. Kalogeropoulos, Jueces;

Secretario: Sr. J. Palacio Gonzilez, administrador;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 9 de
noviembre de 1994;

dicta la siguiente
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Sentencia

Antecedentes del litigio

La primera parte demandante es la Association of Sorbitol Producers within the
EC (Asociacién de productores de sorbitol en la CE; en lo sucesivo, «ASPEC»),
cuya finalidad es representar los intereses de sus miembros en el marco de las
Comunidades Europeas y ante los organismos internacionales. Las otras tres partes
demandantes, a saber, Cerestar Holding BV (en lo sucesivo, «Cerestar»), Roquette
Fréres SA (en lo sucesivo, «Roquette») y Merck oHG (en lo sucesivo, «Merck»),
son miembros de la ASPEC. Cerestar y Roquette son también miembros de la Asso-
ciation des amidonneries de céréales de la CEE (Asociacién de las almidonerias de
cereales de la CEE; en lo sucesivo, «<AAC») y de la asociacién USIPA, que repre-
senta a los productores franceses de almidén y de derivados del almidén. A través
de su filial italiana, Cerestar también es miembro de la asociacién Assochimica, que
representa a los productores italianos de derivados del maiz y del trigo.

Mediante la Decision 88/318/CEE, de 2 de marzo de 1988, relativa a la Ley n° 64,

de 1 de marzo de 1986, sobre el régimen general de la intervencién extraordinatia
en favor del Mezzogiorno (DO L 143, p. 37; en lo sucesivo, «Decisién 88/318»), la
Comisién aprobd, en términos generales, un régimen de ayudas del Estado italiano
en favor del Mezzogiorno, aunque con la condicién de que se observara la norma-
tiva comunitaria y de que se notificaran ulteriormente determinados programas de
la competencia de las regiones italianas. Anteriormente, mediante Decisién de
30 de abril de 1987, la Comisién habia aprobado la aplicacién de la Ley n° 64, de
1 de marzo de 1986 (en lo sucesivo, «Ley n° 64/86»), en la mayor parte de las regio-
nes del Mezzogiorno.

Mediante escrito de 3 de agosto de 1990, la AAC present6 ante la Comisién una
denuncia contra un programa de ayudas en favor de Italgrani SpA (en lo sucesivo,
«Italgrani»), aprobado el 12 de abril de 1990 por las autoridades italianas. Mediante
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escrito de 17 de julio de 1990, una empresa del sector agroalimentario, Casillo Grani
Snc (en lo sucesivo, «Casillo Grani»), ya habia requerido a la Comisién, con arre-
glo al articulo 175 del Tratado CEE, para que definiera su posicidén en relacién con
dichas ayudas. A peticién de la Comisién, las autoridades italianas le transmitieron
informacién sobre las ayudas proyectadas, en particular la decisién de la Comisién
Interministerial para la Coordinacién de la Politica Industrial (en lo sucesivo,
«CIPI»), de 12 de abril de 1990, relativa al programa de inversiones de que se trata.

Segiin la referida informacién, las ayudas de que se trata versaban sobre un «con-
trato programa» entre el Ministerio para las intervenciones en el Mezzogiorno y la
sociedad Italgrani, celebrado con arreglo a la Ley n° 64/86. En el marco de dicho
contrato, Italgrani se comprometid a llevar a cabo en el Mezzogiorno inversiones
por un importe global de 964.500 millones de LIT, repartido de la siguiente manera
(en millones de LIT):

a) Inversiones tecnolégico-industriales 669.500
b) Centros de investigacién 140.000
c) Proyectos de investigacion 115.000
d) Formacién del personal 40.000

Las ayudas previstas ascendfan a un importe global de 522.100 millones de LIT,
desglosado de la siguiente manera: 297.000 millones de LIT destinados a las inver-
siones tecnolégico-industriales; 97.100 millones de LIT a los centros de investiga-
cién; 92.000 millones de LIT a los proyectos de investigacién, y 36.000 millones de
LIT a la formacién de personal.

Dado que los sectores afectados se caracterizan por un volumen comercial
intracomunitario importante, la Comisién consideré que las intervenciones de refe-
rencia constitufan ayudas a efectos del apartado 1 del articulo 92 del Tratado CEE
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y que, segtin la informacién de que disponia, no parecia que pudieran beneficiarse
de las excepciones establecidas en el apartado 3 del articulo 92 ni de las previstas en
las disposiciones de la Ley n® 64/86, con arreglo a las condiciones fijadas en el arti-
culo 9 de la Decisién 88/318. En vista de lo cual, la Comisién decidié iniciar el
procedimiento del apartado 2 del articulo 93 del Tratado CEE con respecto a las
ayudas destinadas a los siguientes fines:

— la creacién de una fibrica de almidén y de instalaciones orientadas, directa o
indirectamente, a la produccién de isoglucosa;

— la produccién de aceite de semillas;

— la produccién de sémolas y harinas;

— las inversiones en el sector del almidén.

Por otra parte, la Comisién estimé que subsistian dudas en cuanto a la observancia
de los niveles de intensidad de las ayudas a la inversion.

Mediante escrito de 23 de noviembre de 1990, la Comisién comunicé al Gobierno
italiano su decisién de incoar el procedimiento previsto en el apartado 2 del arti-
culo 93 del Tratado y le insté a que presentara sus observaciones en el marco de
dicho procedimiento. Los demds Estados miembros y los terceros interesados fue-
ron informados mediante la publicacién de una comunicacién en el Diario Oficial
de las Comunidades Europeas (DO 1990, C 315, p. 7; correccién de errores en DO
1991, C 11, p. 32; en lo sucesivo, «comunicacién a los interesados»). Ocho asocia-
ciones y dos empresas, entre ellas Italgrani, presentaron sus observaciones, que se
comunicaron a las autoridades italianas el 8 de abril de 1991.

El Gobierno italiano e Italgrani interpusieron ante el Tribunal de Justicia un recurso
de anulacién de la Decisién, notificada al Gobierno italiano mediante el escrito de
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la Comisién de 23 de noviembre de 1990, antes citado, relativa a la iniciacién del
procedimiento previsto en el apartado 2 del articulo 93 del Tratado. Posteriormente,
Ttalgrani desistié de su recurso (C-100/91), mientras que, mediante sentencia de
5 de octubre de 1994, Italia/Comisién (C-47/91, Rec. p. 1-4635), el Tribunal de Jus-
ticia anuld los puntos 1.3 y 1.4 de la Decisién, salvo en la medida en que se referfan
a la ayuda para la constitucién de existencias de productos agricolas. Esos puntos
habfan ordenado la suspensién del pago de las ayudas e indicaban que las ayudas
abonadas contraviniendo este mandato podrian ser objeto de una reclamacién de
reembolso dirigida a sus beneficiarios y que el FEOGA podria no hacerse cargo de
los correspondientes gastos comunitarios afectados por ellas.

Habida cuenta de las observaciones presentadas por las autoridades italianas en el
marco del procedimiento, Ja Comisién estimé que las ayudas a la investigacién, a la
formacién y al aceite de semillas podian considerarse compatibles con el mercado
comin, por atenerse a los requisitos de la Decisién 88/318.

Mediante escritos de 23 y 24 de julio de 1991, las autoridades italianas modificaron
de modo sustancial el programa de inversiones inicialmente previsto y las corres-
pondientes ayudas.

El nuevo programa modificaba del siguiente modo el proyecto inicial:

— supresién de las ayudas para la construccién de una fibrica de almidén y la
produccién de sémola y harina;

— supresién de la ayuda para la instalacién de explotaciones industriales de cria de
ganado porcino;

— supresién de la ayuda para la financiacién de las existencias de los productos a
que se refiere el Anexo II del Tratado;
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— reduccién de la capacidad anual de produccién de almidén de 357.000 toneladas
a unas 150.000 toneladas;

— incremento de las inversiones y de las ayudas en el campo de la quimica del
aztcar (fibrica de glucosa), con supresién total de la produccién de isoglucosa;

— incremento de las inversiones y de las ayudas en el sector de la fermentacién y
del dcido citrico;

— incremento de las ayudas destinadas a proyectos de investigacion.

Con posterioridad a tales modificaciones, las inversiones previstas ascendfan a
815.000 millones de LIT, repartidas de la siguiente manera (en millones de LIT):

a) Inversiones tecnolégico-industriales 510.000
b) Centros de investigacion 140.000
c) Proyectos de investigacién 125.000
d) Formacién del personal 40.000

Las ayudas previstas ascendian a un importe global de 461.000 millones de LIT,
importe desglosado de la siguiente manera: 228.170 millones de LIT destinados a
las inversiones tecnolégico-industriales; 96.830 millones de LIT a los centros de
investigacién, 100.000 millones de LIT a los proyectos de investigacién, y

36.000 millones de LIT a la formacién del personal.
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Los principales productos que Ttalgrani se proponia producir eran los siguientes (en
toneladas):

Maltosa 23.400
Jarabes con alto contenido de maltosa 36.000
Jarabes de fructosa 18.000
Fructosa cristalina 16.200
Manitol 14.400
Sorbitol 27.000
Otras glucosas hidrogenadas 18.000
Glucosa y dextrosa a. b. v. 9.000
Glucosa para quimica fina 9.000
Levaduras 16.500
Acido citrico 18.000
Proteinas vegetales

— proteina texturizada 112.750
— lecitina 2.610
— aceite de soja 49.590

La Comisién estimé que los niveles de las ayudas de que se trata, tras las modifi-
caciones introducidas, correspondian a los limites establecidos, en particular, en la
Ley n° 64/86. La Comisién admitid, sin embargo, que no debe olvidarse la relacién
que existe entre el almidén y los productos que se benefician de las ayudas discu-
tidas, ya que se trata de derivados y de productos de la transformacién del almi-
dén. Por lo tanto, la concesién de todas las ayudas quedé subordinada al cumpli-
miento de ciertas condiciones.

Una vez finalizado el procedimiento, la Comisién adopté la Decisién 91/474/CEE,
de 16 de agosto de 1991, sobre las ayudas concedidas por el Gobierno italiano a la
sociedad Ttalgrani para la realizacién de un complejo agroalimentario en el Mez-
zogiorno (DO L 254, p. 14; en lo sucesivo, «Decisién»), cuya parte dispositiva es la
siguiente:

«Articlo 1

L. Las ayudas por un importe global de 461.000 millones de liras concedidas por el
Gobierno italiano a la sociedad Italgrani para la realizacién del programa de
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inversiones contemplado en la deliberacién del CIPI de 12 de abril de 1990
y modificado mediante las cartas de 23 y 24 de julio de 1991 son compatibles con
¢l mercado comdin y podrin acogerse a las intervenciones reguladas por la
Ley n° 64/86 de 1 de marzo de 1986 (intervenciones en favor del Mezzogiorno)

2. No obstante, dichas ayudas sélo podrin concederse subordinando la realizacién
del programa de inversiones al respeto —por parte de la sociedad Italgrani— de las
siguientes condiciones:

— los productos transformados o derivados del almidén deberdn ser fabricados
exclusivamente con almidén de origen comunitario;

— la produccién de almidén de Italgrani dentro del programa, cuya capacidad anual
prevista ronda las 150.000 toneladas, debera limitarse estrictamente a las canti-
dades necesarias para satisfacer las necesidades de su propia produccién de pro-
ductos transformados y derivados del almidén; asi pues, la produccién de almidén
variara en funcién de las necesidades de estos productos y no podri superarlas;

— no podri despacharse al mercado (nacional, comunitario ni de terceros paises)
ninguna cantidad de almidén producida dentro del programa.

Articulo 2

[omissis]
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Articulo 3

[onzissis]

Anrticnlo 4

[omissis].»

Procedimiento

En estas circunstancias, las demandantes interpusieron, mediante escrito presentado
en la Secretarfa del Tribunal de Justicia el 25 de noviembre de 1991, el presente
recurso. La Decisién de la Comisién también fue objeto de un recurso de anula-
cién interpuesto por la AAC y scis productores de almidén y otros productos con-
templados en ¢l programa de inversiones, asf como por Casillo Grani (1-442/93 y
T-443/93).

Mediante auto del Presidente del Tribunal de Justicia de 19 de junio de 1992, se
admitié la intervencién de la Repiblica Francesa en apoyo de las pretensiones de
las partes demandantes. Mediante autos del Presidente del Tribunal de Justicia de
16 de noviembre de 1992, se admiti6 la intervencién de Casillo Grani y de Italgrani
en apoyo, respectivamente, de las pretensiones de las partes demandantes y de la
Comisién.

El procedimiento escrito se desarrollé ante el Tribunal de Justicia y termind con la
presentacién, el 31 de agosto de 1993, de las observaciones de las demandantes sobre
los escritos de intervencién de Casillo Grani y de Italgrani.
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Con arreglo al articulo 4 de la Decisién 93/350/Euratom, CECA, CEE del Con-
sejo, de 8 de junio de 1993, por la que se modifica la Decisién 88/591/CECA, CEE,
Furatom, por la que se crea un Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades
Europeas (DO L 144, p.21), el presente asunto fue remitido, mediante auto del
Tribunal de Justicia de 27 de septiembre de 1993, al Tribunal de Primera Instancia.
El asunto fue atribuido a la Sala Segunda ampliada.

Visto el informe del Juez Ponente, el Tribunal de Primera Instancia (Sala Segunda
ampliada) decidié iniciar la fase oral sin previo recibimiento a prueba. No obstante,
el Tribunal de Primera Instancia requirié a la Comisién para que presentara docu-
mentos relativos a la adopcién de la Decisién e insté a las partes a que se pronun-
ciaran sobre las consecuencias que deben derivarse, para el presente recurso, de la
sentencia del Tribunal de Justicia de 15 de junio de 1994, Comisién/BASF y otros,
«PVC» (C-137/92 P, Rec. p. I-2555).

Mediante auto del Presidente de la Sala Segunda ampliada de 28 de septiembre de
1994, se acordé la acumulacién del asunto a los asuntos T-442/93 y T-443/93, a
efectos de la fase oral.

Después de haberse fijado la fecha para la vista, uno de los Abogados de la parte
coadyuvante Casillo Grani puso en conocimiento de este Tribunal de Primera Ins-
tancia, mediante escrito presentado en la Secretaria el 3 de octubre de 1994, que
dicha sociedad habfa sido declarada en quiebra. Mediante fax recibido en la Secre-
tarfa del Tribunal de Primera Instancia el 2 de noviembre de 1994, el Abogado trans-
mitié copia de una resolucién del Juez de la quicbra ordenando al sindico de la
sociedad que designara como domicilio, a efectos del procedimiento ante el Tribu-
nal de Primera Instancia, el despacho de los Abogados Siragusa y Scassellati-
Sforzolini.

En la vista de 9 de noviembre de 1994, se oyeron los informes de las partes prin-
cipales y de la parte coadyuvante Italgrani, asi como sus respuestas a las preguntas
orales formuladas por el Tribunal de Primera Instancia. A resultas de dicha vista, el
Tribunal de Primera Instancia requirié a la Comisién para que presentara el télex
de 14 de noviembre de 1986, dirigido al Gobierno italiano y mencionado en el
apartado 22 de la sentencia Italia/Comisi6n, antes citada. Una vez que la Comisién
hubo presentado dicho télex, se insté a las partes a que se pronunciaran sobre su
significacién para el presente recurso.
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Pretensiones de las partes

Las partes demandantes solicitan al Tribunal de Primera Instancia que:
— Acuerde la admisién del recurso.
— Anule la Decisién.

— Condene en costas a la Comisién.

La Comisién solicita al Tribunal de Justicia que:

— Declare la inadmisibilidad del recurso y de la excepcién de ilegalidad o los des-
estime por infundados.

-— Condene en costas a las demandantes.

La Reptblica Francesa solicita al Tribunal de Primera Instancia que:
— Anule la Decisién.

— Condene en costas a la Comisién.

La parte coadyuvante Casillo Grani solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

—- Declare Ia inexistencia de la Decisién.
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— Con caricter subsidiario, anule la Decisién impugnada y declare la Decisién
88/318 inaplicable al caso de autos.

— Condene a la Comisién a cargar con las costas de Casillo Grani.

La parte coadyuvante Italgrani solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Declare la inadmisibilidad del recurso o lo desestime por infundado.

— Condene en costas a las demandantes, incluidas las causadas por la parte coadyu-
vante.

Sobre la intervenciéon de Casillo Grani

Procede sefialar que consta en autos que el interés de Casillo Grani en la solucién
del litigio tan sélo existié en cuanto que dicha empresa estaba en situacién de com-
petencia con la sociedad beneficiaria de las ayudas controvertidas. Ahora bien,
habida cuenta de la declaracién de quiebra de Casillo Grani, sobre la que informé
su Abogado a este Tribunal de Primera Instancia el 2 de noviembre de 1994, el Tri-
bunal no puede sino reconocer que dicho interés ha desaparecido. Por otro lado,
segtin la informacién facilitada en la vista por la parte coadyuvante Italgrani, socie-
dad beneficiaria de las ayudas controvertidas, tales ayudas no le han sido abonadas
todavia. Por consiguiente, la Decisién tampoco pudo afectar a la situacién compe-
titiva de Casillo Grani antes de que hubiera sido declarada en quiebra.

Por consiguiente, no procede pronunciarse sobre las pretensiones y las alegaciones
formuladas por Casillo Grani.
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Sobre la admisibilidad

Exposicion sucinta de las alegaciones de las partes

Sin proponer una excepcién de inadmisibilidad formal, la Comisién niega la admi-
sibilidad del recurso. A este respecto, mantiene que de la sentencia del Tribunal de
Justicia de 28 de enero de 1986, Cofaz y otros/Comisién (169/84, Rec. p. 391), se
desprende que, en materia de ayudas de Estado, las Decisiones de la Comisién que
ponen fin al procedimiento iniciado con arreglo al apartado 2 del articulo 93 del
Tratado afectan directa e individualmente, en el sentido del pirrafo segundo del
articulo 173 del Tratado CEE (en la actualidad parrafo cuarto del articulo 173 del
Tratado CE), a las empresas que retinan dos condiciones, a saber, la de haber des-
empefiado un papel determinante en el procedimiento contemplado en el apartado
2 del articulo 93, en primer lugar, y la de haber probado que su posicién en el mer-
cado resulta sustancialmente afectada por la ayuda de que se trate, en segundo lugar.

Segtin la Comisién, dado que ni la ASPEC ni Merck han participado en el referido
procedimiento, no cabe ninguna duda de la inadmisibilidad de su recurso, puesto
que no satisfacen el primer requisito enunciado en la sentencia Cofaz y
otros/Comisién.

En lo que atafie a Cerestar y a Roquette, la Comisién reconoce que ambas empre-
sas son miembros de la AAC, la cual formulé una denuncia y presenté observa-
ciones en el marco del procedimiento. Pero de esos documentos no se desprende
que la AAC haya intervenido efectivamente en nombre de esas dos empresas, en
tanto que productoras de sorbitol, manitol y otros productos hidrogenados. Por
otra parte, la Comisién recuerda que la AAC interpuso, en nombre de sus miem-
bros, un recurso distinto contra la misma Decisién. Parece, pucs, que nos encon-
tramos ante un doble ¢jercicio del derecho a recurrir,

En cuanto al hecho de que Roquette y Cerestar sean miembros de otras asociacio-
nes nacionales que han intervenido en el procedimiento, tales como USIPA
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y Assochimica, la Comisién mantiene que dichas asociaciones no intervinieron
para denunciar especificamente las ayudas otorgadas al sorbitol, al manitol y a los
demis productos hidrogenados, sino que reclamaron contra el proyecto en general.
De ello deduce la Comisién que ninguna de las demandantes satisface el primer
requisito enunciado en la sentencia Cofaz y otros/Comision.

Por lo que se refiere al segundo de los requisitos mencionados en la sentencia Cofaz
y otros/Comision, segiin el cual los demandantes deben indicar «de modo perti-
nente las razones por las que la Decisién de la Comisién puede perjudicar sus legi-
timos intereses por afectar sustancialmente a su posicién en el mercado de referen-
cia», la Comisién sefiala que no parece que se dé en el caso de autos, ya que el
impacto de las ayudas depende en gran medida de acontecimientos relacionados con
la evolucién del mercado, la ¢jecucién del programa y la realizacién de las previ-
siones estadisticas relativas a los productos de que se trata.

La Comisién afirma que no dispone de estadisticas relativas a la produccién de
manitol, de sorbitol y de los demés productos hidrogenados. Segtn el Exropean
Chemical Handbook, el 1 de enero de 1989 habia existido, al parecer, un excedente
de sorbitol en la Comunidad. Es posible que hubiera ocurrido lo mismo en rela-
cién con el manitol. No obstante, al no existir estadisticas oficiales objetivas, la
Comisién se declara incapaz de indicar con seguridad cudl es la situacién del mer-
cado comunitario de los demds polioles. En lo que atafie al sorbitol, serfa incluso
inexacto hablar de un mercado de este producto, habida cuenta de sus muy diver-
sas aplicaciones. La Comisi6én no estd de acuerdo con las demandantes cuando afir-
man que, al no existir cifras oficiales, «es plenamente legitimo que el Tribunal de
Justicia presuma la exactitud de las cifras proporcionadas por las demandantes». La
Comisién subraya que, en el ejercicio de sus facultades, debe basarse en datos ofi-
ciales y objetivos y que no puede prohibir las ayudas basindose exclusivamente en
estadisticas facilitadas por las empresas interesadas.

Por tdltimo, la Comisién niega que sélo existan, como afirman las demandantes,
cinco productores de sorbitol en la Comunidad y que las cuotas de mercado que
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acumulan las demandantes representen més del 95 % del mercado. En efecto, la tabla
aportada por las propias demandantes permite comprobar que existen ciertamente
mis de cinco productores de sorbitol en la Comunidad.

La Comisién llega a la conclusién de que sigue sin estar resuelta la cuestién de
determinar si las demandantes han probado, sin sombra de duda, que su posicién
en el mercado resultari sustancialmente afectada.

La parte coadyuvante Italgrani se adhiere en lo fundamental a las alegaciones de la
Comisidn.

Refiriéndose mds concretamente a la cuestién de determinar si las demandantes
sufrieron un perjuicio derivado de la Decisién impugnada, Italgrani afirma que la
ASPEC, en tanto que asociacién, no puede sufrir perjuicio alguno directamente.
Habria debido, al menos, exponer claramente que sus miembros habfan sufrido un
perjuicio.

En lo que ataiie a Merck, Italgrani observa que esa empresa es principalmente usua-
ria y compradora de sorbitol, de modo que la entrada de un nuevo productor en el
mercado debiera resultar beneficiosa para ella.

En cuanto a Roquette y a Cerestar, Italgrani afirma que no han demostrado que la
entrada en el mercado de un nuevo productor de hidrolizados hidrogenados les
resulte perjudicial. Segtin Italgrani, ambas demandantes constituyen un duopolio y
entre 1980 y 1991 aumentaron considerablemente sus capacidades de produccién
de glucosas hidrogenadas, lo cual sélo puede explicarse en virtud de un crecimiento
amplio y constante del mercado. Asi pues, la produccién adicional programada por
Ttalgrani podria ser absorbida facilmente en unos pocos afios en virtud del incre-
mento de la demanda de glucosas hidrogenadas, pues estos productos son plena-
mente intercambiables en practicamente todas sus aplicaciones.
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Italgrani afiade que el perjuicio que las demandantes alegan haber sufrido no deriva
directamente de la Decisién impugnada, puesto que, en realidad, tal perjuicio era
meramente hipotético en el momento en que se adopté dicha Decisién. Unicamente
las medidas nacionales ulteriores podrian dar contenido y realidad concreta al per-
juicio alegado.

Las demandantes mantienen que la Comision realiza una interpretacidn restrictiva
del primer requisito enunciado en la sentencia Cofaz y otros/Comisién. Segiin ellas,
en aquel asunto el Tribunal de Justicia se limité a sefialar que el hecho de que la
empresa hubiera presentado la denuncia y desempefiado un papel decisivo en el
procedimiento podia «admitirse como demostracién de que el acto controvertido
afectaba a la empresa en el sentido del pirrafo segundo del articulo 173 del Trata-
do». En otras circunstancias, el Juez comunitario podria aceptar otros elementos de
prueba.

Las demandantes recuerdan que tomaron parte en el procedimiento de la siguiente
manera.

La AAC, de la que son miembros Roquette y Cerestar, present6 una denuncia con-
tra el «contrato programa», tal como fue publicado en el Diario Oficial de la Repti-
blica Italiana el 14 de mayo de 1990, es decir, presentado como un proyecto global
de produccién de almidén y de una amplia gama de «productos amiliceos», o sea,
de derivados del almidén.

Tras la publicacién en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas de la comu-
nicacién a los interesados, que se referfa a una produccién global de almidén y de
sus derivados, la AAC reiteré su oposicién. La USIPA, de la que es miembro
Roquette, expresé su oposicién al conjunto del proyecto, haciendo hincapié en la
produccién de manitol proyectada. Assochimica presenté observaciones en nom-
bre de sus miembros, entre los que figura Cerestar. En sus observaciones, facilité
una lista de los derivados del maiz y del trigo producidos por sus miembros, lista
que incluye el sorbitol.
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Por lo que se refiere al segundo de los requisitos enunciados en la sentencia Cofaz
y otros/Comisidn, las demandantes manifiestan que Roquette, Cerestar y Merck
producen sorbitol, manitol y otras glucosas hidrogenadas. Estos son los productos
por los que Italgrani recibiri subvenciones en relacién con sus inversiones. Con una
capacidad de produccién de glucosas hidrogenadas que ha de elevarse a 59.400 tone-
ladas anuales (14.400 toneladas de manitol, 27.000 toneladas de sorbitol y
18.000 toneladas de «otras glucosas hidrogenadas»), Italgrani entrard directamente
en competencia con las empresas demandantes en un mercado ya aquejado de un
exceso de capacidad.

Basdndose en una tabla extraida del Chemical Economics Handbook 1989, en la que
la Comisién se basa asimismo en su escrito de contestacidn, las demandantes man-
tienen que Unicamente existen cinco productores de sorbitol y de manitol en la
Comunidad, a saber, Roquette, Cerestar, Merck, Sisas y CCA Biochem. Las deman-
dantes observan que, seglin esa misma tabla, ellas representan mis del 95 % del
mercado de sorbitol, puesto que producen 291.000 toneladas, lo que corresponde
al 98 % de la produccién total, que es de 297.000 toneladas.

Las demandantes afiaden que la propia Comisién admite que no estd en condicio-
nes de discutir las cifras aportadas por ellas. Por consiguiente, afiaden, el Tribunal
de Primera Instancia puede presumir con fundamento que tales cifras son correc-
tas.

Las demandantes alegan asimismo que las condiciones del mercado en la Comuni-
dad resultarian modificadas por completo si Italgrani produjera y comercializara las
cantidades de polioles previstas en la Decisién impugnada. La produccién prevista
de manitol asciende a 14.400 toneladas, cuando la actual produccién comunitaria
total es sélo de 10.000 toneladas. En cuanto a las «otras glucosas hidrogenadas», la
produccién prevista es de 18.000 toneladas, comparada con tan sélo 10.000 tone-
ladas antes de haberse concedido a Italgrani las ayudas controvertidas. Segtn las
demandantes, las consecuencias de este enorme aumento de la produccién revisten
tanta mds gravedad por cuanto ya existe en la Comunidad un exceso de capacidad.
A este respecto, las demandantes se oponen a la afirmacién de Italgrani segiin la
cual las glucosas hidrogenadas son plenamente intercambiables, y afiaden que de la
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informacién facilitada por la propia Italgrani se desprende que el aumento previsto
de la demanda de sorbitol es sélo de un 1,5 % anual entre 1990 y 1995,

En cuanto a la afirmacién de la Comisién segiin la cual los efectos del programa
proyectado sélo se producirian en el futuro, las demandantes exponen que, si una
empresa hubiera de esperar a que se abonara efectivamente una ayuda a su com-
petidora antes de poder interponer un recurso, no podria ejercitar la accién dentro
del plazo de dos meses previsto en el parrafo tercero del articulo 173 del Tratado
CEE (en la actualidad, parrafo quinto del articulo 173 del Tratado CE). En cual-
quier caso, afiaden las demandantes, tal afirmacién no resulta conforme con la solu-
cién recogida en la sentencia Cofaz y otros/Comisién.

Por tdltimo, remitiéndose a la sentencia del Tribunal de Justicia de 17 de enero de
1985, Piraiki-Patraiki y otros/Comisién (11/82, Rec. p. 207), las demandantes se
oponen a la afirmacién de Italgrani segtin la cual la Decisién impugnada no les afecta
directamente. Sobre este extremo, las demandantes subrayan que la Decisién auto-
riza a la Reptiblica Italiana a conceder a Italgrani las ayudas controvertidas.

Las demandantes llegan a la conclusién de que la Decisién impugnada les afecta
directa e individualmente.

La Reptiblica Francesa no presenté observaciones sobre la admisibilidad.

En su escrito de contestacién, la Comisién niega asimismo que las demandantes
puedan solicitar la anulacién de la Decisién en todos sus extremos. Segiin ella, la
Decisién podria afectar a las demandantes a lo sumo en cuanto productores
de sorbitol, manitol y otros productos hidrogenados. Por lo tanto, su recurso
deberia circunscribirse a solicitar la anulacién de la parte de la Decisién relativa al
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programa de inversiones elaborado por Italgrani en relacién con tales productos.
En consecuencia, debe declararse la inadmisibilidad de las pretensiones de las deman-
dantes en todo lo demds.

La parte coadyuvante Italgrani indica que la eventual produccién de almidén se
menciona en la Decisién de la Comisién inicamente porque algunos de los requi-
sitos a los que se condiciona la aprobacién del programa de ayudas se refieren a
dicha produccién. No puede admitirse la alegacién de las demandantes segiin la cual
las ayudas a la produccién de derivados del almidén deben considerarse como ayu-
das a la produccién de almidén, puesto que no existe coincidencia entre los ciclos
de produccién del almidén y los correspondientes a los derivados del almidén.

Las demandantes replican que, si Italgrani produjera almidén y polioles sin bene-
ficiarse de ayudas para tales productos pero percibiendo subvenciones para su pro-
duccién de otros derivados del almidén, a saber, los productos fermentados, la tota-
lidad de su produccién integrada resultaria de hecho subvencionada. En
consecuencia, las demandantes estiman que estdn legitimadas para recurrir y para
solicitar la anulacién de todas las partes de la Decisién que versan sobre productos
amildceos, no sélo en cuanto se trate de ayudas a la inversién, sino también en
cuanto se trate de ayudas a la investigacién y a la formacién, en la medida en que
tales ayudas se apliquen a los productos amiliceos.

Apreciacion del Tribunal de Primera Instancia

Con cardcter liminar, debe recordarse que el parrafo cuarto del articulo 173 del
Tratado CE autoriza a las personas fisicas y juridicas a impugnar las decisiones de
las que sean destinatarias y las decisiones que, aunque revistan la forma de un Regla-
mento o de una decisién dirigida a otra persona, las afecten directa e individual-
mente. Por lo tanto, la admisibilidad del presente recurso dependera de si la Deci-
sién impugnada, dirigida al Gobierno italiano y que pone término al procedimiento
iniciado con arreglo al apartado 2 del articulo 93 del Tratado, afecta directa e indi-
vidualmente a las demandantes.
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En cuanto a la cuestién de si la Decisién impugnada afecta directamente a las deman-
dantes, es verdad que, como mantiene Italgrani, sin medidas de ejecucién adopta-
das a nivel nacional por el CIPI, la Decisién no puede afectar a los intereses de las
demandantes. No obstante, teniendo en cuenta que mediante su decisién de 12 de
abril de 1990 el CIPI ya habia aprobado el programa de inversiones inicialmente
previsto asi como las correspondientes ayudas y teniendo en cuenta que las modi-
ficaciones introducidas posteriormente fueron presentadas por las propias autori-
dades italianas, la posibilidad de que éstas decidieran no conceder las ayudas auto-
rizadas por la Decisién de la Comisién era puramente tedrica, pues no cabfa duda
alguna acerca de la voluntad de actuar de las autoridades italianas.

Procede, pues, reconocer que la Decisién impugnada afecta directamente a las
demandantes (véase, en el mismo sentido, la sentencia Piraiki-Patraiki y
otros/Comisién, antes citada). Ha de afiadirse que consta en autos que el CIPI,
mediante decisién de 8 de octubre de 1991, aprobd el programa modificado. Por
otra parte, aun cuando las ayudas controvertidas no le hayan sido abonadas todavia
a Italgrani, esta tltima indicé en la vista que dicha situacién obedecia a la decisién
de las autoridades italianas de esperar el resultado del presente recurso.

En cuanto a la cuestién de si la Decisién impugnada afecta individualmente a las
demandantes, ha de recordarse que, segiin reiterada jurisprudencia, una persona
fisica o juridica que no sea el destinatario de una Decisién sélo puede afirmar que
dicha Decisién le afecta individualmente, en el sentido del articulo 173 del Tratado,
cuando le atafie debido a ciertas cualidades que le son propias o a una situacién de
hecho que la caracteriza en relacién con cualesquiera otras personas , por ello, la
individualiza de manera andloga a la de un destinatario (véanse las sentencias del
Tribunal de Justicia de 15 de julio de 1963, Plaumann/Comisién, 25/62, Rec. p. 197,
y de 18 de mayo de 1994, Codornfu/Consejo, C-309/89, Rec. p. I-1853, aparta-
do 20).

En cuanto a las Decisiones de la Comisién mediante las que se pone fin a un
procedimiento iniciado con arreglo al apartado 2 del articulo 93 del Tratado, el
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Tribunal de Justicia admitié como elementos determinantes de que una Decisién
de ese tipo afecta a la empresa, en el sentido del articulo 173 del Tratado, el hecho
de que esta empresa haya sido autora de la denuncia que dio lugar a la apertura del
procedimiento de investigacién, que haya sido oida en sus observaciones y que el
curso del procedimiento haya sido ampliamente influido por dichas observaciones,
siempre que, no obstante, su posicién en el mercado haya resultado sustancialmente
afectada por la medida de ayuda objeto de la Decisién impugnada (véase la
sentencia Cofaz y otros/Comisién, antes citada).

Sin embargo, como acertadamente destacan las demandantes, la sentencia Cofaz y
otros/Comisién no debe interpretarse en el sentido de que nunca puedan conside-
rarse individualmente afectadas a efectos del articulo 173 del Tratado las empresas
que no puedan acreditar la existencia de circunstancias idénticas. En efecto, el Tri-
bunal de Justicia se limité a afirmar que las empresas que pueden acreditar tales cir-
cunstancias estdn afectadas en el sentido del articulo 173, lo que no excluye que una
empresa pueda demostrar de otro modo, alegando circunstancias especificas que la
individualicen de una manera andloga a la de un destinatario, que una Decisién la
afecta individualmente.

A este respecto, es preciso observar que, en lo que atafie a su posicién en el mer-
cado, las sociedades demandantes facilitaron informacién sobre la produccién de
sorbitol, procedente de una publicacién especializada, segin la cual, si se excluyen
las unidades no operativas, en 1989 tnicamente existfan cinco productores de sor-
bitol en la Comunidad que comercializaran dicho producto en ¢l mercado. Segiin
la referida informacién, la produccién total de sorbitol comercializado en la Comu-
nidad era en aquella época de 297.000 toneladas anuales, de las cuales las sociedades
demandantes producian, respectivamente, 200.000 toneladas (Roquette), 76,000 tone-
ladas (Cerestar) y 15.000 toneladas (Merck). Por tltimo, de dicha informacién se
desprende que existia un exceso de capacidad de produccién de sorbitol en la Comu-
nidad, lo que habfa tenido por consecuencia que dos productores abandonaran la
produccién de sorbitol.

Segiin las demandantes, su cuota de mercado de manitol y de las otras glucosas
hidrogenadas en la Comunidad es superior al 95 %. Por otra parte, las demandan-
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tes indicaron que la produccién anual de manitol en la Comunidad asciende a
10.000 toneladas, lo que supone un exceso de capacidad de 5.000 toneladas, y la de
las restantes glucosas hidrogenadas asciende a 15.000 toneladas, lo que supone un
exceso de capacidad de 10.000 toneladas.

Aunque la Comisién no dio por buena la informacién facilitada por las demandan-
tes, tampoco aporté dato alguno que pudiera desvirtuarla. En efecto, en la vista, la
Comisién admitié expresamente, en respuesta a una pregunta del Tribunal de Pri-
mera Instancia, que no estaba en condiciones de hacerlo. A este respecto, procede
sefialar que, si el Tribunal de Primera Instancia Gnicamente pudiera pronunciarse
sobre la base de informacién o datos numéricos que tengan cardcter oficial, en el
caso de autos ello equivaldria a impedir a las demandantes que aportaran cualquier
tipo de prueba sobre la estructura del mercado de referencia y a hacerlas incapaces
de demostrar que la Decisién impugnada les afecta individualmente. Ahora bien, el
Tribunal de Primera Instancia considera que el respeto del derecho de las deman-
dantes a interponer recurso con arreglo al articulo 173 del Tratado exige que ten-
gan la posibilidad de demostrar que la Decisién les afecta individualmente. Esta
consideracién resulta aplicable al caso presente con mayor razén atin si se tiene en
cuenta que las demandantes, al remitirse a una publicacién especializada, han apor-
tado una prueba que procede de una fuente independiente. Por afiadidura, la infor-
macién de las demandantes relativa a su posicién en el mercado de las glucosas
hidrogenadas queda corroborada por la alegacién de Italgrani segiin la cual Roquette
y Cerestar forman en dicho mercado un potente duopolio.

En estas circunstancias, procede examinar, sobre la base de la informacién aportada
s P 3

por las demandantes, el impacto de las ayudas controvertidas en su posicién en el

mercado.

A este respecto, el Tribunal de Primera Instancia observa, en primer lugar,
que el programa de inversiones de Italgrani prevé la creacién de una capacidad de
produccién que supondria cuando menos duplicar la produccién actual de manitol
y «otras glucosas hidrogenadas», as{ como un aumento importante de la produc-
cién de sorbitol. Teniendo en cuenta el exceso de capacidad que ya existe en el
mercado de referencia, este Tribunal de Primera Instancia observa, ademds, que
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semejante incremento de la capacidad de produccién puede afectar, de un
modo directo y sustancial, a la situacién competitiva de algunos productores que se
encuentran ya en dicho mercado.

Es cierto que la mera circunstancia de que un acto pueda influir en las relaciones de
competencia existentes en el mercado de que se trate no basta para que cualquier
operador econémico que se encuentre en una relacién de competencia cualquiera
con ¢l destinatario del acto pueda considerarse directa e individualmente afectado
por este tltimo (véase la sentencia del Tribunal de Justicia de 10 de diciembre de
1969, Eridania y otros/Comisién, asuntos acumulados 10/68 y 18/68, Rec. p. 459).
En el caso de autos, sin embargo, habida cuenta del nimero restringido de fabri-
cantes de los productos de que se trata y del importante incremento de la capaci-
dad de produccién que supondrian las inversiones previstas por la sociedad bene-
ficiaria de las ayudas controvertidas, el Tribunal de Primera Instancia considera que
las sociedades demandantes han acreditado la existencia de un conjunto de elemen-
tos constitutivos de una situacién particular que las caracteriza, en relacién con la
medida impugnada, con respecto a cualquier otro agente econémico. En consecuen-
cia, este Tribunal de Primera Instancia estima que las sociedades demandantes pue-
den ser asimiladas a los destinatarios de la Decisién, en el sentido de la sentencia
Plaumann/Comisién.

De cuanto antecede se deduce que debe declararse la admisibilidad del recurso en
lo que atafie a las tres sociedades demandantes.

Al tratarse de un tdnico recurso, no procede examinar la legitimacién activa de la
ASPEC (véase la sentencia del Tribunal de Justicia de 24 de marzo de 1993, CIRFS
y otros/Comisién, C-313/90, Rec. p. 1-1125).

Por lo que se refiere al motivo de la Comisién segin el cual debe declararse
la inadmisibilidad de las pretensiones de las demandantes en la medida en que no
se refieren a las ayudas a las inversiones en el sector de las glucosas hidrogenadas,
este Tribunal de Primera Instancia observa que dichas ayudas no pueden disociarse
del objeto de la Decisién impugnada. En efecto, la parte dispositiva de la Decisién
se refiere a las ayudas al programa de inversiones de la sociedad Italgrani en su

IT- 1309



74

75

76

SENTENCIA DE 27.4.1995 — ASUNTO T-435/93

totalidad. Ademids, la Decisién no efectia ninguna distincién precisa entre los
productos a cuya _produccién van destinadas las ayudas, pues las caracteristicas
del programa de inversiones y las correspondientes ayudas se describen, en lo
fundamental, en funcién de los tipos de inversiones y de las localizaciones de
las instalaciones.

Por consiguiente, debe desestimarse dicho motivo.

Sobre el fondo

Para fundamentar Su recurso las demandantes invocan tres rnotivos basados, res-
> L)
pectlvamente, en:

1) vicios sustanciales de forma, en la medida en que no se siguié el procedimiento
previsto en el apartado 2 del articulo 93 del Tratado, en que la Decisién no fue
suficientemente motivada y en que no fue adoptada con arreglo a Derecho;

2) infraccién del articulo 92 del Tratado, en la medida en que las ayudas no resul-
tan conformes con la Ley n° 64/86 o, con caricter subsidiario, en la medida en
que las Decisiones anteriores de 1987 o 1988 que autorizan la aplicacién de dicha
Ley son contrarias a Derecho, y en la medida en que las ayudas habrian debido
ser examinadas con base en el apartado 3 del articulo 92 del Tratado;

3) violacién del principio de no discriminacién, en la medida en que, si se prohibe
una ayuda a la produccién de un derivado del almidén, también deberia prohi-
birse cualquier ayuda a la produccién de otros derivados.

El primer motivo invocado por las demandantes se articula, en realidad, en varios
motivos diferentes. Este Tribunal de Primera Instancia considera que procede
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examinar, en primer lugar y por separado, los motivos basados en la inobservancia
de las normas relativas al procedimiento de adopcién de las Decisiones de la
Comisién.

Sobre la inobservancia de las normas que regulan el procedimiento de adopcion de
las Decisiones de la Comision

Las circunstancias que llevaron al Tribunal de Primera Instancia a pedir a la Comi-
sién que aportara los documentos internos relativos al procedimiento seguido

En su réplica, las demandantes alegaron que la Decisién impugnada, tal como se
publicé en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas, lleva la fecha del 16 de
agosto de 1991 y estd firmada por el miembro de la Comisién a la sazén encargado
de los asuntos de agricultura y desarrollo rural, Sr. Mac Sharry. Sin embargo, la
dltima reunién de la Junta de Comisarios anterior a las vacaciones de verano tuvo
lugar el 31 de julio de 1991. Segtin las demandantes, por consiguiente, o bien hubo
infraccién del articulo 27 del Reglamento Interno 63/41/CEE de la Comisidn, de
9 de enero de 1963 (DO 1963, 17, p. 181), mantenido provisionalmente en vigor por
el articulo 1 de la Decisién 67/426/CEE de la Comisidn, de 6 de julio de 1967 (DO
1967, 147, p. 1; EE 01/01, p. 117), en su redaccién vigente, derivada a su vez de la
Decisién 75/461/Euratom, CECA, CEE dc la Comisidn, de 23 de julio de
1975 (DO L 199, p. 43; EE 01/02, p. 27), en la medida en que la Decisién se adopté
por delegacién, aun cuando no se tratara de una «medida de gestién o de adminis-
tracién», o bien habri que explicar por qué razén la Decisién adoptada por la Junta
de Comisarios ¢l 31 de julio de 1991 lleva fecha de 16 de agosto de 1991 y habrd
que comprobar si la Decisién publicada es la misma que la que adopté dicha Junta.
Estas dudas en cuanto a la fecha real de la Decisidn impugnada y en cuanto a su
autor constituyen para las demandantes un indicio grave de que la Decisién fue
adoptada ilegalmente, o incluso de que es inexistente. En estas circunstancias, las
demandantes estin legitimadas para formular este motivo en la fase de réplica. A
este respecto, las demandantes solicitaron al Tribunal de Primera Instancia que orde-
nara a la Comisién que aportara todos los documentos internos pertinentes, a fin
de esclarecer el desarrollo exacto de los hechos entre la comunicacién de las modi-
ficaciones del proyecto inicial y la adopcién de la Decisién final.
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En su ddplica, la Comisién alegd que las demandantes formularon en la réplica un
motivo de anulacién basado en la ilegalidad de la Decisién que no habian invocado
en la demanda. Segin la Comisién, debe declararse la inadmisibilidad de tal motivo,
ya que constituye un motivo nuevo a efectos del Reglamento de Procedimiento.

Con caricter subsidiario, la Comisién afirmé que el principio de la responsabilidad
colegiada de la Comisién es consustancial al proceso decisorio de esta Institucién.
En la préictica, sin embargo, la Comisién sélo toma en el transcurso de sus reunio-
nes las decisiones mds importantes. En los demds casos, para evitar la parilisis ins-
titucional, resulta necesario recurrir a procedimientos decisorios mds flexibles y, en
particular, al procedimiento de delegacién a que se refiere el articulo 27 del Regla-
mento Interno de la Comisidn, segin el cual «la Comisién podrd, siempre que se
observe plenamente el principio de su responsabilidad colegial, facultar a sus miem-
bros para que adopten en su nombre y bajo su control medidas de gestién o de
administracién claramente definidas».

Por otra parte, la Comisién afirma que, en la reunién de la Junta de Comisarios de
31 de julio de 1991, con base en un proyecto de escrito al Gobierno italiano, se
decidi6 lo siguiente:

— poner término al procedimiento iniciado con arreglo al apartado 2 del articulo
93 del Tratado, relativo a la ayuda de que se trata;

— delegar en el Sr. Mac Sharry, de acuerdo con el Presidente, la facultad de fina-
lizar la aprobacién del nuevo régimen de ayudas, tal como habfa sido comuni-
cado por las autoridades italianas, en forma de una Decisién condicional for-
mal;

— instar a las autoridades italianas a presentar informes anuales a la Comisién.
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De lo anterior se deduce que previa deliberacién, la Junta de Comisarios aprobé la
Decisién en todos sus extremos y encomendé a uno de sus miembros la tarea de
proceder a la adopcién del texto, respetando plenamente las disposiciones del Tra-
tado y del Reglamento Interno.

Por tiltimo, remitiéndose a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia sobre la teoria
de la inexistencia, la Comisién afirmé que era imposible aplicarla en el caso de autos.

En vista de ello, el Tribunal de Primera Instancia, para poder responder a los moti-
vos formulados por las demandantes, requirié a la Comisién para que aportara el
proyecto de carta al Gobierno italiano sometido a la Junta de Comisarios con oca-
sién de la reunién de 31 de julio de 1991, el acta de dicha reunién, la Decisién
impugnada, tal como fue notificada al Gobierno italiano y autenticada en la fecha
pertinente por el Presidente y el Secretario General de la Comisién, asi como la
«ficha azul» correspondiente al procedimiento de adopcién de dicha Decisién.

Exposicién sucinta de las observaciones presentadas por las partes sobre los docu-
mentos internos aportados por la Comisién y sobre la sentencia PVYC

En sus observaciones, las demandantes subrayan, con caricter liminar, que, en con-
tra de lo ordenado por este Tribunal de Primera Instancia, la Comisién no ha pre-
sentado la Decisién notificada al Gobierno italiano y «autenticada en la fecha per-
tinente por el Presidente y el Secretario General de la Comisién». Segtin las
demandantes, esta omisién debe considerarse indicio significativo de que no se han
observado las normas de procedimiento.

Las demandantes alegan, por otra parte, que de los documentos aportados por la
Comisién se desprende que no se observé el Reglamento Interno de la Comisién,
tal como fue interpretado por el Tribunal de Justicia en la sentencia PVC.
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A este respecto, las demandantes sostienen, en primer lugar, que el proyecto de
escrito al Gobierno italiano sometido a la Junta de Comisarios con ocasién de la
reunién de 31 de julio de 1991 no puede considerarse, en cualquier caso, como un
proyecto de Decisién. Por consiguiente, contrariamente a lo que afirma Ja Comi-
sién, la Junta de Comisarios no aprobé la Decisién en todos sus detalles. En efecto,
el proyecto de escrito fue redactado casi integramente en francés, cuando el italiano
era la tinica lengua auténtica. Ademis, en la Decisién final se introdujeron nume-
rosas modificaciones en relacién con el proyecto de escrito, en el cual se habian
dejado en blanco las cifras o incluso las descripciones. Ahora bien, contindan las
demandantes, algunas de esas cifras y de esas descripciones revestian caricter fun-
damental, como las cifras relativas a las capacidades de produccién que habjan de
crearse para los diferentes productos en el marco del programa de ayudas y deter-
minadas informaciones sobre el mercado pertinente, asi como la indicacién de la
cuantfa global de las ayudas que la Comisién consideraba compatibles con el mer-
cado comtun. De lo anterior deducen las demandantes que la Junta de Comisarios
no dispuso de los elementos necesarios para decidir si el apartado 3 del articulo
92 del Tratado era o no aplicable y que las modificaciones introducidas en la Deci-
sién final lo fueron con violacién del principio de colegialidad, tal como lo habifa
interpretado el Tribunal de Justicia en el asunto PVC.

En segundo lugar, las demandantes mantienen que hubo infraccién del articulo
27 del Reglamento Interno de la Comisién, en la medida en que la delegacién con-
ferida al Sr. Mac Sharry no respetd el principio de colegialidad, como exige dicha
disposicién. Por otra parte, las tareas ejercidas por el Sr. Mac Sharry rebasaban cla-
ramente el 4mbito de meras medidas de gestién o de administracién, y la Junta de
Comisarios no precisé las tareas que aquél debfa asumir. En efecto, el Sr. Mac Sha-
rry ni siquiera estaba vinculado, en el momento de redactar la Decisién final, por el
proyecto de escrito sometido a la Junta de Comisarios.

En tercer lugar, las demandantes alegan que el ejemplar de la Decisién impugnada
facilitado por la Comisién no fue autenticado por el Presidente de la Comisidn,
lo que constituye una infraccién del articulo 12 del Reglamento interno de la
Comisién.
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Por tltimo, las demandantes afirman que de las indicaciones que figuran en la «ficha
azul» correspondiente al procedimiento de adopcién de la Decisién se desprende
que el Presidente de la Comisién no participé en la Decisién final, con infraccién
de la decisién de delegacién que la Junta de Comisarios adopté el 31 de julio de
1991. De estas indicaciones se desprende también que la Junta de Comisarios adopté
la referida decisién sin disponer del dictamen del Servicio Juridico.

En sus observaciones, la Comisién reitera su afirmacién segiin la cual los motivos
de que se trata fueron formulados fuera de plazo y que, por consiguiente, debe
declararse su inadmisibilidad con arreglo al apartado 2 del articulo 48 del Regla-
mento de Procedimiento del Tribunal de Primera Instancia. En efecto, afiade, las
demandantes los invocaron por primera vez en la réplica y no se basaron en nin-
guna razén nueva de hecho o de Derecho que hubiera aparecido durante el proce-
dimiento, puesto que todos los hechos aludidos eran ya conocidos en el momento
en que se interpuso el recurso. A este respecto, la Comisién alega ademds que en
ningiin caso puede considerarse como razones nuevas, en el sentido del articulo
48 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Primera Instancia, la senten-
cia de este Tribunal de 27 de febrero de 1992, BASF y otros/Comisién (asuntos
acumulados T-79/89, T-84/89, T-85/89, 'T-86/89, T-89/89, T-91/89, T-92/89, 'T-94/89,
T-96/89, T-98/89, T-102/89 y T-104/89, Rec. p. I1-315).

Refiriéndose a la sentencia del Tribunal de Justicia de 30 de septiembre de 1982,
Amylum/Conscjo (108/81, Rec. p. 3107), la Comisién hace hincapié en que no pue-
den considerarse que sean de orden piiblico esos nuevos motivos invocados fuera
de plazo. Por otra parte, afiade, de la sentencia PVC se desprende que, en todo caso,
los pretendidos vicios de procedimiento evocados por las demandantes no pueden
dar lugar a la inexistencia de la Decisién impugnada.

Con cardcter subsidiario, en lo que atafie al fundamento de los motivos, la Comi-
sién recuerda que el programa de ayudas de que se trata fue concedido con arreglo
a un régimen general de ayudas ya aprobado, y que ella, por consiguiente, no pudo
sino limitarse a verificar la conformidad del programa individual de ayudas con el
referido régimen general. En cfecto, afiade, la razén que justificé la apertura del
procedimiento previsto en el apartado 2 del articulo 93 del Tratado fue que las
inversiones inicialmente previstas no parecian atenerse a los requisitos del régimen
general. Si el programa de ayudas hubiera sido presentado inicialmente en su ver-
sién actual, tal como resulté modificado por las autoridades italianas, los servicios
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de la Comisidén se habrian limitado a comunicar al denunciante que el proyecto se
ajustaba al régimen general ya aprobado. Por consiguiente, el examen del programa
de ayudas modificado no pudo suponer el ejercicio de ninguna facultad de apre-
ciacién, sino que constituyé una mera medida de gestidn.

La Comisién deduce de ello, refiriéndose a la sentencia del Tribunal de Justicia de
23 de septiembre de 1986, AKZO Chemie/Comisién (5/85, Rec. p. 2585), que la
Decisién podia adoptarse vilidamente mediante delegacién. Segiin la Comision, esta
solucién se impone con tanta mayor razén por cuanto los casos de aplicacién de
regimenes generales de ayudas se cuentan por millares, de modo que resulta nece-
sario seguir el procedimiento de delegacién a fin de evitar la paridlisis del funcio-
namiento de la Comisién en este sector. A este respecto, la Comision alega, ade-
mds, que la sentencia PVC dnicamente excluy6 del procedimiento de delegacién las
Decisiones que aprecian la infraccién del articulo 85 del Tratado CE e imponen
sanciones. En efecto, afiade la Comisién, en dicha sentencia el Tribunal de Justicia
no dio ninguna definicién del concepto de las diligencias de gestién que, con arre-
glo al articulo 27 del Reglamento Interno de la Comisién, pueden adoptarse vili-
damente mediante delegacién; las medidas de prueba mencionadas en dicha senten-
cia sélo se citan como ejemplo de medidas de gestién.

Con caricter subsidiario de segundo grado, la Comisién alega que la Decisién fue
adoptada con base en un proyecto de escrito detallado y exhaustivo, y que, por
tanto, aun suponiendo que la adopcién de la Decisién no hubiera podido ser objeto
de delegacién, no hubo violacién del principio de colegialidad. Teniendo en cuenta
el hecho de que la Decisién impugnada no resultaba especificamente lesiva para las
demandantes, no puede considerarse que la falta de autenticacién o las modifica-
ciones introducidas en el texto con posterioridad a la deliberacién de la Junta de
Comisarios afecten a su legalidad.

Por tltimo, la Comisién afirma que de la sentencia PVC se desprende claramente
> q P

que esos eventuales vicios de forma no pueden, en ningin caso, dar lugar a la inexis-

tencia de la Decisién impugnada.
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Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

Con carécter liminar, debe recordarse que, con arreglo al parrafo primero del apar-
tado 2 del articulo 48 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Primera
Instancia, «en el curso del proceso no podrin invocarse motivos nuevos, a menos
que se funden en razones de hecho y de Derecho que hayan aparecido durante el
procedimiento».

En el caso de autos, las demandantes no hicieron mencién alguna en su recurso a
una pretendida infraccién de las normas relativas al procedimiento de adopcién de
decisiones de la Comisién. Por otra parte, en la réplica, las demandantes se limita-
ron a afirmar, sin aportar prueba alguna, que probablemente se habfa producido una
infraccién de dichas normas. De este modo, aun cuando hayan indicado que el hecho
de que la Decisidn, tal como se publicé en el Diario Oficial de las Comunidades
Eunropeas, llevara la fecha del 16 de agosto de 1991 y la firma del Sr. Mac Sharry
podia suscitar dudas en cuanto a la conformidad del procedimiento seguido con los
articulos 12 y 27 del Reglamento Interno de la Comisién, las demandantes no indi-
caron ni los datos precisos en los que basaban tales afirmaciones ni los motivos
precisos que pretendian alegar.

En su diplica, la Comisidn, por una parte, negé la admisibilidad de los motivos de
que se trata, indicando que habian sido invocados fuera de plazo, y, por otra, indicé
que la Junta de Comisarios, en su reunién de 31 de julio de 1991, habia definido su
posicién sobre la base de un proyecto de escrito al Gobierno italiano y habia deci-
dido delegar en el Sr. Mac Sharry la facultad de finalizar la aprobacién del nuevo
régimen de ayudas en forma de una Decisién formal. Aunque la Comisién alega
que los motivos controvertidos no se basan en razones de hecho nuevas, no ha
aportado prueba alguna de que tales datos, relativos al procedimiento de adopcién
de la Decisién impugnada, fueran conocidos por las demandantes con anterioridad
a la presentacién de su escrito de diiplica. Este Tribunal de Primera Instancia observa,
ademds, que los documentos previamente accesibles a las demandantes no conte-
nian ningin elemento adecuado para demostrar que éstas habrian podido o debido
saber, antes de recibir traslado de la diiplica, que la Decisién habia sido adoptada
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mediante delegacién y que la Junta de Comisarios se habia pronunciado basindose
exclusivamente en un proyecto de escrito al Gobierno italiano.

Los datos revelados de este modo suscitaron efectivamente serias dudas en cuanto
a Ia legalidad del procedimiento de adopcién de la Decisién impugnada y, en tales
circunstancias, el Tribunal de Primera Instancia requirié a la Comisién para que
aportara los documentos internos pertinentes que permitieron a las demandantes
desarrollar los motivos controvertidos en su forma definitiva. Este Tribunal de Pri-
mera Instancia sefiala, por consiguiente, que los referidos motivos se basan en razo-
nes de hecho que han aparecido durante el procedimiento y que, por lo tanto, no
han sido invocados fuera de plazo (en el mismo sentido, véase la sentencia PVC,
antes citada, apartados 57 a 60).

En cuanto al fundamento de dichos motivos, este Tribunal de Primera Instancia
recuerda que el articulo 12 del Reglamento Interno de la Comisidn, en la versién
vigente en el momento en que se adopté la Decisién impugnada, prevé lo siguiente:
«Los actos adoptados por la Comisién, en reunién o mediante procedimiento escrito,
seran autenticados, en la lengua o en las lenguas en que sean auténticos, con las fir-
mas del Presidente y del Secretario ejecutivo.» Asi pues, la autenticacién no se exige
en lo relativo a los actos adoptados mediante delegacién. Teniendo en cuenta que la
Decisién impugnada no fue autenticada y que la Comisién alegé que la Decisién
fue adoptada mediante delegacién, este Tribunal de Primera Instancia considera que
procede examinar, en primer lugar, si la Decisién pudo ser adoptada vilidamente
mediante delegacién.

A este respecto, procede sefialar, en primer lugar, que, segiin ha declarado el Tri-
bunal de Justicia en las sentencias AKZO Chemie/Comisién y PVC, antes citadas,
el funcionamiento de la Comisién se rige por el principio de colegialidad derivado
del articulo 17 del Tratado de 8 de abril de 1965, por el que se constituye un Con-
sejo tinico y una Comisién dnica de las Comunidades Europeas (DO 1967, 152,
p- 2), disposicién actualmente sustituida por el articulo 163 del Tratado CE, segtin
el cual: «Los acuerdos de la Comisién se adoptardn por mayoria del ndmero de
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miembros previsto en el articulo 157. Sélo podra reunirse vilidamente la Comisién
cuando esté presente el niimero de miembros que fije su Reglamento Interno.»

En esas mismas sentencias, el Tribunal de Justicia precisé que el principio de cole-
gialidad asi establecido se basa en la igualdad de los miembros de la Comisién en la
participacién en la toma de decisiones e implica, en particular, por un lado, que las
decisiones se deliberen en comiin or otro, que todos los miembros de la Junta
- - . y’ P q .
de Comisarios sean colectivamente responsables, en el plano politico, de todas las
¢ P ) P P 3
decisiones adoptadas.

En segundo lugar, procede sefialar que de una jurisprudencia reiterada se desprende
que la utilizacién del procedimiento de delegacién para adoptar medidas de gestién
o de administracién resulta compatible con el principio de colegialidad. De este
modo, en la sentencia AKZO Chemie/Comisién, antes citada, el Tribunal de Jus-
ticia recordé que, «aun limitado a categorias determinadas de actos de administra-
cién y de gestién, lo que excluye por hipétesis las decisiones de principio, tal sis-
tema de delegacién de facultades resulta necesario, teniendo en cuenta el aumento
considerable en el nimero de actos de caricter decisorio que la Comisién debe
adoptar a fin de cumplir sus funciones» (apartado 37).

Por lo tanto, procede examinar a continuacidn si la Decisién impugnada puede con-
siderarse una medida de gestién o de administracién.

A este respecto, procede sefialar que, en lo que atafie al examen por parte de la
Comisién de los casos individuales de aplicacién de un régimen general de ayudas,
el Tribunal de Justicia ya ha declarado que la Comisién debe limitarse en primer
lugar, antes de iniciar cmlqmer procedimiento, a comprobar si la ayuda estd cubierta
por el régimen general y redne los requisitos fijados en la Decisién de aprobacién
de éste (véase la sentencia Italia/Comisién, antes citada). Del mismo modo, tras la
apertura del procedimiento previsto en el apartado 2 del articulo 93 del Tratado, el
respeto de los principios de confianza legitima y de seguridad juridica no quedaria
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garantizado si la Comisién pudiera revocar su Decisién de aprobacién del régimen
general. Por consiguiente, si el Estado miembro de que se trate propone modifica-
ciones a un proyecto de ayuda sujeto al examen previsto en el apartado 2 del arti-
culo 93 del Tratado, la Comisién deberi valorar en primer lugar si tales modifica-
ciones tienen la consecuencia de que el proyecto quede entonces cubierto por la
Decisién de aprobacién del régimen general. En tal caso, la Comisién no estd facul-
tada para apreciar la compatibilidad del proyecto modificado con el articulo 92 del
Tratado, pues tal apreciacién ya se efectud en el marco del procedimiento que fina-
liz6 mediante la Decisién de aprobacién del régimen general.

Sin embargo, este Tribunal de Primera Instancia considera que el hecho de que, en
el caso de autos, la Decisién impugnada haya sido correctamente adoptada basin-
dose exclusivamente en un examen limitado a la comprobacién de la observancia
de los requisitos fijados en la Decisién de aprobacién del régimen general, no basta
por si solo para poder calificarla de medida de gestién o de administracién. A este
respecto, el Tribunal de Primera Instancia hace constar que, aun cuando la Deci-
sién impugnada haya sido adoptada sin que fuera necesario proceder a un examen
de la compatibilidad del proyecto modificado con el articulo 92 del Tratado, la
Comisién no podfa limitarse a examinar si el proyecto reunfa los muy precisos
requisitos de la Decisién de aprobacién del régimen general, concretamente en lo
relativo a la intensidad de las ayudas y a las regiones beneficiarias de las ayudas. En
efecto, el articulo 9 de la Decisién 88/318 dispone lo siguiente: «<En apllcamon de la
presente Decisién, Italia deberé respetar las normas y Reglamentos comunitarios en
vigor o que las Instituciones comunitarias adopten en materia de coordinacién de
los varios tipos de ayuda en los sectores de la industria, la agricultura y la pesca.»

Ahora bien, este Tribunal de Primera Instancia considera que una Decisién de apro-
bacién de una ayuda de Estado que implique una comprobacién como la del cum-
plimiento de la condicién del articulo 9 de la Decisién 88/318 no puede calificarse,
al menos en el caso de autos, de «medida de gestién o de administracién».

Sobre este punto, procede sefialar que la Comisién afirmé en la vista que esa
condicién figura en todas las Decisiones suyas de aprobacién de un régimen
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general de ayudas y que no es sino expresién de una exigencia de todo punto
evidente, cuyo cumplimiento verifican sus servicios con cardcter rutinario en todas
sus Decisiones en materia de ayudas de Estado.

En lo que atafie a la ayuda destinada a la produccién de almidén, sin embargo, este
Tribunal de Primera Instancia ha podido comprobar que, segin la propia Comi-
sién, dicha ayuda hubo de ser suprimida para cumplir la condicién enunciada en el
articulo 9 de la Decisién 88/318, puesto que el almidén es un sector en el que las
inversiones estdn excluidas de la financiacién comunitaria [véase, en la versién vigente
en el momento de los hechos, el Reglamento (CEE) n° 866/90 del Consejo, de
29 de marzo de 1990, relativo a la mejora de las condiciones de transformacién y
comercializacién de los productos agricolas (DO L 91, p. 1; en lo sucesivo, «Regla-
mento n° 866/90»), asi como el Anexo de la Decisién 90/342/CEE de la Comisién,
de 7 de junio de 1990, por la que se establecen los criterios de seleccién aplicables
para inversiones relativas a la mejora de las condiciones de transformacién y comer-
cializacién de productos agrarios y silvicolas (DO L 163, p. 71; en lo sucesivo,
«Decisién 90/342»)]. Por otra parte, la Comisién declaré que, segiin una prictica
reiterada, las exclusiones sectoriales de financiacién comunitaria en lo que atafic a
determinados productos agricolas se aplican por analogfa a las ayudas de Estado.
No obstante, de la Decisién impugnada se desprende que el programa de inversio-
nes subvencionadas aprobado finalmente tiene por objeto la creacién de una capa-
cidad anual de produccién de almidén de 150.000 toneladas aproximadamente. A
este respecto, el Tribunal de Primera Instancia subraya que la Comisién supedité
su aprobacién al requisito de que la produccién de almidén de ITtalgrani, en el marco
del referido programa, se limitara estrictamente a las necesidades de su propia pro-
duccién de productos derivados. Este requisito supone, sin embargo, que, en su
versién final, el programa tenga la consecuencia de que la produccién de almidén
de Italgrani sea subvencionada directamente, o, al tratarse de un proyecto integrado,
indirectamente, puesto que, de lo contrario, la Comisién no habria podido supe-
ditar su aprobacién a un requisito relativo a la utilizacién de dicha produccién. Este
Tribunal de Primera Instancia estima que la referida contradiccién entre las afirma-
ciones de la Comisién en el marco del procedimiento ante este Tribunal, por una
parte, y el propio texto de la Decisién impugnada, por otra, puede suscitar dudas
en cuanto a la conformidad de dicha Decisién con las normas de la politica agricola
comun.

Ademis, en lo relativo a la ayuda destinada a la produccién de los productos
derivados del almidén, este Tribunal de Primera Instancia hace constar que, en la
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comunicacién a los interesados con motivo de la apertura del procedimiento pre-
visto en el apartado 2 del articulo 93 del Tratado, la Comisién indicé que «para no
alterar el equilibrio de la produccién de derivados del almidén, las salidas comer-
ciales que se descubran deberdn orientarse hacia nuevas utilizaciones». A este res-
pecto, el Tribunal de Primera Instancia subraya que, en lo que atafie a la normativa
vigente en aquel momento, del Anexo de la Decisién 90/342 se desprende que las
inversiones relativas a los productos derivados del almidén se excluirin de la
financiacién comunitaria si no se acredita la existencia de mercados potenciales rea-
listas. Por consiguiente, procede afirmar que la Comisién, en la comunicacién a los
interesados, hizo referencia a los criterios que habfan de aplicarse para la seleccién
de las inversiones que podian beneficiarse de financiacién comunitaria en lo que
atafie a los productos derivados del almidén. No obstante, el Tribunal de Primera
Instancia observa que la Decisién impugnada no contiene ninguna disposicién que
reproduzca el requisito segiin el cual la produccién nueva de productos derivados
del almidén deberd orientarse a nuevas utilizaciones y que, ademds, ni siquiera con-
tiene indicacién alguna de que contra las ayudas destinadas a la produccién de deri-
vados del almidén se haya iniciado el procedimiento previsto en el apartado 2 del
articulo 93 del Tratado.

En el marco del procedimiento seguido ante este Tribunal de Primera Instancia, la
Comisién manifesté, contrariamente a la afirmacién que figura en la mencionada
comunicacién, que la normativa relativa a la financiacién comunitaria no se apli-
caba por analogia a las ayudas de Estado destinadas a la produccién de derivados
del almidén. Para fundamentar esa tesis, la Comisién se remitié al apartado 5 del
articulo 16 del Reglamento n° 866/90, que dispone lo siguiente: «<Los Estados miem-
bros podrin adoptar, en el 4mbito del presente Reglamento, medidas de ayuda cuyas
condiciones o modalidades de concesién difieran de las previstas en el presente
Reglamento o cuyos importes sobrepasen los limites méximos previstos en el pre-
sente Reglamento, siempre y cuando tales medidas se adopten de conformidad con
lo dispuesto en los articulos 92 a 94 del Tratado.» No obstante, este Tribunal de
Primera Instancia sefiala que dicha disposicién no sirve de apoyo para la distincién
efectuada por la Comisién entre, por una parte, las exclusiones sectoriales de la
financiacién comunitaria que se aplican por analogia a las ayudas de Estado, y, por
otra, las demds exclusiones de la financiacién comunitaria que no son objeto de tal
aplicacién por analogfa. Por lo demis, l[a Comisién no ha facilitado explicacion
alguna de por qué razén cambid, al parecer, de opinién durante la fase administra-
tiva previa.
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En estas circunstancias, y sin que resulte necesario, para resolver la cuestién de si la
Decisién impugnada puede calificarse de medida de gestién o de administracién, que
el Tribunal de Primera Instancia se pronuncie con caricter definitivo sobre los refe-
ridos extremos, es obligado sefialar que la aplicacién del articulo 9 de la Decisién
88/318 suscita, en el caso de autos, cuestiones de principio en cuanto a si, por una
parte, la produccién de almidén de la sociedad beneficiaria de las ayudas sers sub-
vencionada directa o indirectamente y, por otra, si la normativa relativa a la finan-
ciacién comunitaria debe aplicarse por analogfa a las ayudas de Estado destinadas a
la obtencién de productos derivados del almidén.

Este Tribunal de Primera Instancia deduce de ello que, aun suponiendo que la con-
dicién enunciada en el articulo 9 de la Decisién 88/318 sea una condicién que los
servicios de la Comisién incluyan con caricter rutinario en todas las Decisiones en
materia de ayudas de Estado, la comprobacién del cumplimiento de dicha condi-
cién requiere, en el caso de autos, un examen de cuestiones ficticas y juridicas com-
plejas tan profundo que la Decisién impugnada no puede calificarse de medida de
gestién o de administracién.

De cuanto antecede resulta que la Decisién impugnada no podia adoptarse mediante
delegacién.

Procede, pues, examinar la alegacién de la Comisién segiin la cual, aun cuando la
Decisién impugnada no podia adoptarse mediante delegacién, no fue adoptada con
infraccién de las normas relativas al procedimiento de adopcién de sus Decisiones.
A este respecto, la Comisién ha afirmado, por una parte, que la Junta de Comisa-
rios adoptd su Decisién basindose en un proyecto de escrito al Gobierno italiano
detallado y exhaustivo, y, por otra, que el Sr. Mac Sharry se limité a transformar
dicho proyecto en una Decisién formal.

Por lo que se refiere al principio de colegialidad, en la sentencia PVC, antes citada,
el Tribunal de Justicia declaré que la observancia de dicho principio, y especialmente

IT-1323




117

118

119

SENTENCIA DE 27.4.1995 — ASUNTO T-435/93

la necesidad de que las Decisiones sean deliberadas en comin por los miembros de
la Comisién, interesa necesariamente a los sujetos de Derecho afectados por los
efectos juridicos que éstas producen, en el sentido de que deben tener la seguridad
de que estas Decisiones han sido efectivamente adoptadas por la Junta de Comisa-
rios y corresponden exactamente a la voluntad de ésta.

En esa misma sentencia, el Tribunal de Justicia afiadié: «Asi sucede, en particular y
como en el caso de autos, con los actos calificados expresamente como Decisiones,
que la Comisién debe adoptar en virtud del apartado 1 del articulo 3 y de la letra
a) del apartado 2 del articulo 15 del Reglamento n° 17 del Consejo, de 6 de febrero
de 1962, Primer Reglamento de aplicacién de los articulos 85 y 86 del Tratado CEE
(DO 1962, 13, p. 204; EE 08/01, p. 22), respecto a las empresas o las asociaciones
de empresas para lograr el respeto de las normas de la competencia y cuyo objeto
es el de declarar una infraccién de dichas normas, intimar a estas empresas e impo-
nerles sanciones pecuniarias» (apartado 65). El Tribunal de Justicia dedujo de ello
que sélo las adaptaciones puramente ortogrificas o gramaticales pueden ser intro-
ducidas en el texto de un acto tras su adopcién por la Junta de Comisarios (apar-
tado 68).

Es preciso sefialar que de dicha sentencia se desprende expresamente que las Deci-
siones de aplicacién de las normas de competencia, como aquella que constituia su
objeto, tinicamente se mencionan alli como ejemplo de un caso de aplicacién estricta
del principio de colegialidad. En el caso de autos, la Decisién impugnada se adopté
en virtud de un procedimiento incoado con arreglo al apartado 2 del articulo 93 del
Tratado. Tales Decisiones, que expresan la apreciacién final de la Comisién sobre la
compatibilidad de una ayuda con el Tratado o, como en el caso de autos, con el
régimen general de ayudas, no sélo afectan al Estado miembro destinatario de la
Decisién, sino también al beneficiario de la ayuda prevista asi como a los compe-
tidores de éste.

Ahora bien, en el caso de autos, tinicamente se sometié a la Junta de Comisarios,
en su reunién de 31 de julio de 1991, un proyecto de escrito al Gobierno italiano,
relativo al proyecto final de ayudas y que no contenfa ninguna parte dispositiva.
Lejos de ser, como mantiene la Comisién, un proyecto de Decisién detallado y
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exhaustivo, varios apartados y tablas de dicho proyecto tuvieron que ser comple-
tados en la versién final, en lo que ataiie, por ejemplo, a los datos relativos a las
importaciones y exportaciones de los productos de que se trata, a la produccién
prevista de la sociedad beneficiaria de las ayudas y al importe global de las ayudas
previstas.

Ademds, varios de los datos contenidos en el proyecto de escrito fueron modifica-
dos en la Decisién final, tales como, por ejemplo, los relativos a los niveles de inten-
sidad de las ayudas. A este respecto, el Tribunal de Primera Instancia subraya que
en el proyecto de escrito se indica, aun cuando no figura en la Decisién impugnada,
que «es preciso sefialar, por otra parte, que las intensidades de las ayudas previstas
corresponden respectivamente a los niveles de ayudas autorizadas en el marco de la
posicién de la Comisién de 1 de marzo de 1986 (levaduras, protefnas, plistico bio-
degradable) y a los niveles de las ayudas autorizadas en el marco del Reglamento
(CEE) n° 866/90 aplicados por analogia a las ayudas nacionales (refrigeracién de
frutas y hortalizas, con excepcién de tomates, peras y melocotones, y glucosa). Estas
intensidades resultan asimismo conformes con los requisitos fijados en la Decisién
de la Comisién de 2 de marzo de 1988 por la que se autoriza el régimen de la Ley
n° 64/86». Este Tribunal de Primera Instancia considera que el referido pérrafo pro-
duce la impresién de que, como regla general, las disposiciones relativas a la finan-
ciacién comunitaria se aplican por analogfa a las ayudas de Estado y que estas dis-
posiciones fueron observadas en el caso de autos. No obstante, como se recordé
mds arriba (apartado 110), del Anexo de la Decisién 90/342 se desprende que las
inversiones relativas a los productos derivados del almidén se excluirdn de la finan-
clacién comunitaria si no se acredita la existencia de mercados potenciales realistas.

Este Tribunal de Primera Instancia observa, por consiguiente, que el proyecto de
escrito al Gobierno italiano no contiene indicacién alguna de que la Decisién impug-
nada refleja, de hecho, un cambio de opinién de la Comisién en relacién con la
posicién expresada en la comunicacién a los interesados, en lo que atafie a la apli-
cacién por analogia a las ayudas de Estado de las normas relativas a la financiacién
comunitaria,

En estas circunstancias, y aun suponiendo que la Junta de Comisarios pudiera,
en lo que atafie a Decisiones como la del caso de autos, delegar en un Comisario
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determinado la tarea de finalizar una Decisién que la Junta haya adoptado en
principio, este Tribunal de Primera Instancia estima que, en el caso de autos, no
puede considerarse que la Junta de Comisarios haya adoptado la Decisién
impugnada en todos sus extremos de hecho y de Derecho. De ello deduce este
Tribunal de Primera Instancia que las modificaciones introducidas en el proyecto
de escrito al Gobierno italiano exceden con mucho de las modificaciones que, de
conformidad con el principio de colegialidad, podian introducirse en la Decisién de
la Junta de Comisarios.

Hay que afiadir que, en la referida reunién, la Junta de Comisarios no aprobd ningtin
texto relativo a la Decisién final, puesto que del acta de la reunién de 31 de julio de
1991 se desprende que la Junta de Comisarios decidié «delegar en el Comisario Sr.
Mac Sharry, de acuerdo con el Sr. Presidente, la facultad de finalizar la aprobacién
del nuevo dispositivo de ayudas [...] en forma de una Decisién condicional formal»
y dado que dicha acta no contiene ningtn dato que acredite que el Comisario desig-
nado estuviera vinculado por el texto del proyecto de escrito sometido a la Junta
de Comisarios. En efecto, una comparacién entre el texto del proyecto de escrito
sometido a la Junta de Comisarios y el texto de la Decisién impugnada pone de
relieve que, si bien ambos documentos se refieren ampliamente a las mismas cues-
tiones de hecho y de Derecho, la Decisién impugnada fue escrita de nuevo casi
enteramente en relacién con el proyecto de carta, pues tan sélo unos pocos pirra-
fos quedaron sin modificar. Por ello, este Tribunal de Primera Instancia no puede
sino declarar que debe considerarse que la Decisién impugnada fue adoptada
mediante delegacién, con infraccién del articulo 27 del Reglamento Interno de la
Comisién.

Procede afiadir ademas, que, aun suponiendo que pudiera considerarse que la Deci-
sién impugnada fue adoptada por la Junta de Comisarios, la Comisién habria infrin-
gido, en cualquier caso, el parrafo primero del articulo 12 de su Reglamento Interno,
al no haber procedido a la autenticacién de dicha Decisién en los términos previs-
tos en ese articulo (véase la sentencia PVC, antes citada, apartados 74 a 77).

Por dltimo, en cuanto a la cuestidén de si la Decisién adolece de tales vicios de forma
que deba considerarse inexistente, este Tribunal de Primera Instancia sefiala que del
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acta de la reunién de la Junta de Comisarios, de 31 de julio de 1991, se desprende
que la Junta decidié expresamente adoptar mediante delegacién la Decisién impug-
nada. Aunque la Decisién deberfa haber sido adoptada por la propia Junta de Comi-
sarios, el Tribunal de Primera Instancia considera que este vicio de forma no reviste
una gravedad tan evidente como para que dicha Decisién deba considerarse inexis-
tente (véase, en el mismo sentido, la sentencia PVC, antes citada, apartados
49 a 52).

De cuanto antecede se deduce que procede anular la Decisién impugnada, sin que
resulte necesario examinar los restantes motivos formulados por las demandantes.

Costas

A tenor del apartado 2 del articulo 87 del Reglamento de Procedimiento, la parte
que pierda el proceso serd condenada en costas, si asi lo hubiere solicitado la otra
parte. Por haber sido desestimadas las pretensiones de la Comisién y por haberlo
solicitado las demandantes, procede condenarla a cargar con sus propias costas y
con las costas de las demandantes.

A tenor del pérrafo primero del apartado 4 del articulo 87 de dicho Reglamento,
los Estados miembros que intervengan como coadyuvantes en el litigio soportarin
sus propias costas. Por consiguiente, la Reptiblica Francesa soportard sus propias
costas.

A tenor del parrafo segundo del apartado 4 del articulo 87 de dicho Reglamento, el
Tribunal de Primera Instancia podra ordenar que una parte coadyuvante distinta de
los Estados miembros y las Instituciones soporte sus propias costas. Por haber inter-
venido la parte coadyuvante Italgrani en el litigio en apoyo de las pretensiones de
la Comisi6n, procede ordenar que soporte sus propias costas. Dado que la parte
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coadyuvante Casillo Grani ya no tiene interés en la solucién del litigio, el Tribunal
de Primera Instancia estima equitativo ordenar que también ella soporte sus pro-
pias costas.

En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA (Sala Segunda arnpliada)
decide:

1) Anular la Decisién 91/474/CEE de la Comision, de 16 de agosto de 1991, sobre
las ayudas concedidas por el Gobierno italiano a la sociedad Italgrani para la
realizacién de un complejo agroalimentario en el Mezzogiorno.

2) La Comisién cargard con sus propias costas, asi como con las costas de las
demandantes.

3) Cada una de las partes coadyuvantes cargard con sus propias costas.

Vesterdorf Barrington Saggio

Kirschner Kalogeropoulos

Pronunciada en audiencia ptiblica en Luxemburgo, a 27 de abril de 1995.

El Secretario A El Presidente

H. Jung B. Vesterdorf
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